
 
 

 

Señores Magistrados: 

HONORABLE CONSEJO DE ESTADO. 

E. S. D. 

 
Ref.: ACCIÓN DE TUTELA. 

 
Accionante: NELSY OLAYA SOTO 

Accionado: PROCESO N° 11001333502020180053600, JUZGADO 20 

ADMIISTRATIVO DEL CIRCULO DE BOGOTÁ – SECCIÓN 

SEGUNDA Y TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA - SECCIÓN SEGUNDA – MAGISTRADA- 

CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO REFERENCIA 

11001333502020180053601 

 
 

HUMBERTO JAVIER GOMEZ RAMIREZ, mayor de edad, vecino de esta ciudad, 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 19’264.934 de Bogotá, portador de  

la Tarjeta Profesional de Abogado No. 19848 del Consejo Superior de la 

Judicatura, actuando como apoderado de la señora NELSSY OLAYA SOTO, 

identificada con la cédula de ciudadanía No. 20.229.923 de Bogotá D.C., teniendo 

en cuenta el poder conferido por el señor PEDRO NELSON PABON PAIPILLA, 

identificado con cedula de ciudadanía N° 19.344.809 de acuerdo al poder general 

conferido mediante escritura pública N°2243 del 6 de agosto 2016, suscrito ante la 

notaria 69 del circuito de Bogotá D.C., me permito INTERPONER ACCIÓN DE 

TUTELA contra del JUZGADO 20 ADMIISTRATIVO DEL CIRCULO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA Y TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA – MAGISTRADA- CARMEN ALICIA RENGIFO 

SANGUINO, contra la decisiones proferidas en los auto de fechas 26 de julio de 

2019 del Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá D.C. 

Sección Segunda, mediante el cual rechaza la demanda en razón a no haberse 

adecuado la misma dentro del término de los diez días concedidos en proveído 

anterior de fecha 5 de julio de 2019 y la decisión proferida en segunda instancia 

por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda- 

Subsección A- del día 4 de marzo de 2021, el cual confirmo.  

 

Lo anterior a fin de garantizar los derechos fundamentales al debido proceso, el 

acceso a la Justicia, la igualdad y evitar un perjuicio irremediable a la señora 

NELSSY OLAYA SOTO, quien es una persona de avanzada edad, que en la 

actualidad cuenta con más de 80 años de vida y es sujeto de espacial protección. 

 

HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO 

 
 

1. La Señora NELSSY OLAYA SOTO, confirió poder general al señor 

Pedro Nelson Pabón Paipilla mediante escritura pública No. 2243 del 6 

de agosto de 2016, otorgada ante la Notaría 69 del Circulo de Bogotá 

D.C, el cual se encuentra como anexo en la demanda. 

 
2. El Señor Pedro Nelson Pabón Paipilla, apoderado general de la señora 

NELSSY OLAYA SOTO, me confirió poder para instaurar la demanda de 

la referencia materia del presente asunto. 

 
 

 

 

 



 
 

3. La demanda citada en referencia se presentó en ejercicio del Medio de 

Control de Reparación Directa en contra de La Nación – Ministerio de 

Defensa – Policía Nacional-, donde en el capítulo de notificaciones  

suministre el correo electrónico hjaviergomez@hotmail.com para  

 

tales fines, toda vez que dicha Institución demoró injustificadamente el 

reconocimiento y pago de la pensión de Jubilación de mi poderdante al 

ser reconocida solo hasta el 18 de septiembre de 2015, pese a haber 

obtenido el derecho desde el 13 de junio de 1990. Lo cual ocasiono 

que  le cancelaran las mesadas pensionales a las cuales tenia 

derecho entre los periodos de tiempo del 13 de julio de 1990 al 16 

de julio de 2010. 

 
4. El Honorable Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante 

proveído de 25 de septiembre de 2017, resolvió remitir por competencia 

a los Juzgados Administrativos del Circuito de Bogotá por el Factor de 
Cuantía, para ser repartido en los Juzgados Administrativos de la Sección 

Tercera. 

 
5. En contra de dicho proveído se interpuso recurso de reposición el cual 

fue resuelto en forma desfavorable, confirmando la decisión de remitir el 

expediente a los Juzgados Administrativos de Bogotá D.C. 

 
6. El 25 de enero de 2018 fue repartido siendo asignado al Juzgado 32 

Administrativo del Circuito de Bogotá D.C., Sección Tercera. 

 
7. El 4 de abril de 2018, el Despacho declaró la falta de competencia por 

que consideró que el daño reclamado proviene de un acto administrativo 

por medio del cual se reconoció una pensión de Jubilación, 

correspondiendo a una Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

de carácter laboral. 

 
8. Por reparto del 10 de diciembre de 2018 le correspondió al Juzgado 20 

Administrativo del Circuito de Bogotá D.C., Sección Segunda, el cual 

mediante providencia de 22 de febrero de 2019 declaró su falta de 

competencia, por considerar, que se trata de una reparación directa porque 

se pretende la declaratoria de responsabilidad, por la omisión en el pago de 

la pensión de jubilación, es decir, no se está discutiendo un acto 

administrativo, ni la reliquidación de la pensión por lo que no es un asunto 

laboral (F. 74-78 c1), proponiendo un conflicto de competencia ante el 

Superior Funcional. 

 
9. La Sala Plena del Honorable Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

mediante providencia del 10 de Junio de 2019, con ponencia del Honorable 

Magistrado Franklin Pérez Camargo, distendiendo todas las peticiones y 

pruebas allegadas resolvió: 

 
―PRIMERO: DIRIMIR el conflicto negativo de competencias suscitado entre 

el Juzgado 32 ADMINISTRATIVO DEL Circuito Judicial de Bogotá – 

Sección Tercera – y el Juzgado 20 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá _ Sección Segunda-, y dispone que el competente para conocer del 

presente asunto es el Juzgado 20 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá- Sección Segunda-, conforme la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Por Secretaría General de Esa Corporación, a la mayor 

brevedad posible, envíese el expediente al Juzgado 20 Administrativo de 

Circuito Judicial de Bogotá – Sección Segunda. 
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TERCERO: Por Secretaría General del Tribunal, Por medio más expedito, 

COMUNIQUESE esta decisión al Juzgado 32 Administrativo del Circuito 

Judicial de Bogotá – Sección Tercera.‖ 

 
10. Una vez proferida la decisión por el Honorable Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca con relación al conflicto de competencia fue remitido el 

proceso al juzgado 20 administrativo del circuito de Bogotá D.C. – Sección 

segunda, a efectos de continuar con el trámite del asunto a través del  

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. 

 
11. Con fecha 05 de julio de 2019 el Juzgado de conocimiento profiere Auto 

ordenando, que previo avocar conocimiento de las presentes diligencias, se 

le requiera a la parte demandante para que en el término de diez (10) días 

adecue al poder y la demanda de acuerdo con lo preceptuado en los 

Artículos: 

138,157,161 y siguientes del código de procedimiento administrativo y de lo 

contencioso administrativo en concordancia con el Artículo 89 del Código 

General del Proceso so pena de rechazo.  

(Téngase en cuenta que el proceso ingresa al despacho del Juzgado 

20 Administrativo del Circuito de Bogotá, sección segunda para lo de 

su conocimiento el día 5 de julio de 2019 y sale en esa misma fecha). 

12. El auto anteriormente referido NO se notificó con el 

cumplimiento de las previsiones taxativas del Artículo 201 

numeral 4º parágrafo 1º en concordancia con el artículo 205 

del código de procedimiento administrativo y del 

contencioso administrativo. Es decir no se me envió mensaje de 

datos electrónico a mi correo electrónico hjaviergomez@hotmail.com 

informándome que se estaba notificando la referida providencia mediante la 

cual ordenaba adecuar la demanda…, concediendo un término de diez días 

para ello, lo que genero que el suscrito no tuve conocimiento; manifestación 

que hago bajo la gravedad del juramento, y por consiguiente no se adecuo 

la demanda conforme a lo ordenado generándose el auto del día 26 de julio 

de 2019 que rechazo la demanda. 

13. El auto anteriormente referido NO se notificó con el 

cumplimiento de las previsiones taxativas del Artículo 201 

numeral 4º parágrafo 1º en concordancia con el artículo 205 

del código de procedimiento administrativo y del 

contencioso administrativo. Es decir no se me envió mensaje de 

datos electrónico a mi correo electrónico hjaviergomez@hotmail.com 

informándome que se estaba notificando la referida providencia mediante la 

cual ordenaba adecuar la demanda…, concediendo un término de diez días 

para ello, lo que genero que el suscrito no tuve conocimiento; manifestación 

que hago bajo la gravedad del juramento, y por consiguiente no se adecuo 

la demanda conforme a lo ordenado generándose el auto del día 26 de julio 

de 2019 que rechazo la demanda 
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14. El auto anteriormente referido NO se notificó con el 

cumplimiento de las previsiones taxativas del Artículo 201 

numeral 4º parágrafo 1º en concordancia con el artículo 205 

del código de procedimiento administrativo y del 

contencioso administrativo. Es decir no se me envió mensaje de 

datos electrónico a mi correo electrónico hjaviergomez@hotmail.com 

informándome que se estaba notificando la referida providencia mediante la 

cual ordenaba adecuar la demanda…, concediendo un término de diez días 

para ello, lo que género que el suscrito no tuve conocimiento; manifestación 

que hago bajo la gravedad del juramento, y por consiguiente no se adecuo 

la demanda conforme a lo ordenado generándose el auto del día 26 de julio 

de 2019 que rechazo la demanda. 

15. Teniendo en cuenta que el auto del día 26 de julio de 2019 

mediante el cual rechazo la demanda si me fue enterado mediante 

mensaje de datos al suscrito a través de mi correo 

electrónico la existencia de dicho proveído conforme lo 

prevé la literalidad de la Ley, procedí ante el Juez de instancia a 

interponer recurso de reposición y en subsidio el de apelación en los 

términos de Ley, el cual fue resuelto por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca – Sección – Subsección A, por la H. Magistrada Carmen 

Alicia Rengifo Sanguino solo hasta el día 4 de marzo del año 2021, es 

decir un año y nueve meses después de haberse interpuesto el recurso, 

en donde ni siquiera hubo manifestación de fondo respecto de los 

argumentos que motivaron la alzada. Es decir, (el hecho de no 

haberme comunicado a mi correo electrónico la existencia del auto 

del día 5 de julio de 2019) de acuerdo a la taxatividad de la Ley, inciso 

segundo del numeral 4º del artículo 201 en concordancia con el artículo 

205 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

16. Se debe precisar que el expediente fue remitido en su totalidad al 

H. Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca quien dejó de 

lado su deber legal de analizar conforme a la foliatura del expediente 

que efectivamente existió un yerro al haberse omitido comunicar a mi 

correo, la providencia mediante la cual se ordenaba adecuar las 

pretensiones de la demanda, pues repito, el suscrito no tuve 

conocimiento de este hecho y por lo mismo no me fue posible adecuar 

las pretensiones de la demanda en el termino señalado en el auto de 

fecha de 5 de julio de 2019, en razón a la omisión en que incurrió el 

mismo juzgado. 

 

17. Los accionados al momento de resolver los recursos de reposición 

y apelación no tuvieron en cuenta los argumentos de los recursos de 

reposición y apelación; es decir, si por parte de secretaria se había dado 

estricto cumplimiento a lo ordenado taxativamente en los artículos 201 

No. 4, en concordancia con el artículo 205 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en cuanto al envió de 

mensaje de datos a mi correo electrónico que suministre desde la 

presentación de la demanda; pues de ser así debe existir la debida 

certificación secretarial al respecto dentro del proceso, vulnerando por 

vía de hecho el DEBIDO PROCESO, EL ACCESO A LA JUSTICIA Y LA 

IGUALADAD. 
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18. Se resalta que ese mismo estrado judicial con anterioridad en febrero 22 de 

2019 dentro del mismo proceso, si me entero a través de mi correo electrónico y 

en debida forma la providencia por medio de la cual se remitía el expediente al H. 

Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca por conflicto de 

competencia.  

19. En el mismo sentido, me informo a través de mi correo electrónico el auto del 

día 26 de julio de 2019 que rechazo la demanda al no haber dado cumplimiento a 

lo ordenado en el auto de 5 de julio de 2019 que extrañamente JAMAS SE 

COMUNICO a mi correo electrónico que estaba siendo requerido en dicho auto, 

para que en el término de diez días adecuara el poder y la demanda de acuerdo a 

lo preceptuado en los Artículos 138,157,161 y siguientes del código de 

procedimiento administrativo y de los contencioso administrativo en concordancia 

con el Artículo 89 del Código General del Proceso so pena de rechazo. 

 

 
HECHOS NOTORIOS 

 
1.- Vulneración al debido proceso, al no haber dado estrictamente 

cumplimiento a lo previsto en el inciso segundo del numeral 4º del artículo 

201 en concordancia con el artículo 205 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo., la providencia de 

fecha 5 de julio de 2019 JAMAS fue puesta en mi conocimiento a través del 

correo electrónico del suscrito; sobre todo si se tiene en cuenta que si lo 

han hecho con las demás providencias que ha proferido el juzgado 

accionado. 

 
2.- Se encuentra demostrado dentro del proceso que la señora Nelssy 

Olaya Soto cuenta en la actualidad con más de 80 años de edad y resulta 

un hecho notorio que sus expectativas de vida son cada vez más reducidas, 

razón por la cual las decisiones de los accionados le están causando un 

perjuicio irremediable, toda que fulmina el proceso sin que haya 

pronunciamiento de fondo resolviendo las evidentes y legitimas 

pretensiones de la accionante derivadas de la tardanza en el 

reconocimiento de su pensión de jubilación la cual le ocasiono un daño 

material e inmaterial. 

 

3.- Mi cliente, la señora Nelssy Olaya Soto es de los sujetos de especial 

protección de nuestra Constitución Nacional al contar hoy día con más 

de 80 años de vida y la mora en el trámite y las decisiones proferidas por 

los accionados vulneran los derechos fundamentales AL DEBIDO 

PROCESO, EL ACCESO A LA JUSTICIA Y LA IGUALDAD. 

 

Conforme a lo anterior, respetuosamente me permito solicitar las siguientes, 
 

PETICIÓN 

 
Derivado de lo anterior, por medio de la presente solicita al Honorable Consejo de 
Estado: 

 
1. DECLARAR que por parte de los accionados se le han sido vulnerados los 

derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA y la IGUALDAD a la señora NELSSY 

OLAYA SOTO, identificada con la cedula de ciudadanía N° 20.229.923 

expedida en Bogotá D.C., quien es SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN 

EN NUESTRA CONSTITUCIÓN NACIONAL. 

 

 

 



 

 

 

 
2. Teniendo en cuenta lo anterior, DECLARAR que derivado de las decisiones 

proferidas por los accionados Juzgado 20 Administrativo del Circuito de 

Bogotá, Sección Segunda y Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

Sección Segunda, en los autos de fecha 26 de julio de 2019 y 4 de marzo 

de 2021; Se le causa un perjuicio irremediable a la señora Nelssy Olaya 

Soto, en razón a que fulmina el proceso sin haber un pronunciamiento de 

fondo con relación a sus evidentes y legitimas pretensiones incoadas en la 

demanda. 

 

3. Las que el señor Juez Constitucional considere pertinentes y conducentes. 

 

 
 

FUNDAMENTOS DE LA TUTELA 
 

Artículo 86, 13, 29, 229, 230 de la C.N.; precedente Constitucional en la materia y 

frente a casos similares, en concordancia con el inciso segundo del numeral 4º 
del artículo 201, artículo 205 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo. 

 
OPORTUNIDAD Y TRÁMITE 

 

Teniendo en cuenta que se ha hecho uso de los recursos de Ley y que la decisión 
de segunda instancia fue proferida solo hasta el día 4 de marzo de 2021, es obvio 
que me encuentro dentro del término de que trata el ―principio de Inmediatez‖ y la 
acción de tutela como mecanismo transitorio y para evitar un perjuicio 
irremediable, por lo cual es procedente la presente acción a fin de salvaguardar los 
derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA, LA IGUALDAD. 
 
Nuestra H. Corte Constitucional en reiteradas oportunidades ha dejado claro que 
en casos como el que nos ocupa, procede la acción de tutela como mecanismo 
transitorio y para evitar un perjuicio irremediable, dentro de las cuales la sentencia 
T-338/15, en la cual expuso: 

 
 

“Al respecto, en sentencia T-235 de 2010, dijo: “Para que la acción de tutela sea procedente 

como mecanismo principal, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición 

otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, éstos, no resultan idóneos y eficaces para 

lograr la protección de los derechos fundamentales presuntamente conculcados. A su turno, el 

ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio de defensa iusfundamental, 

implica que, aún existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la 

necesidad de evitar un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la acción de 1 

“Sentencia T-1121 de 2003”. 2 Corte Constitucional, sentencia T-1033 de 2010. 3 Sentencias 

T-211 de 2009, T-336 de 2009, T-436 de 2009, T-785 de 2009, T-799 de 2009, T-123 de 2010, 

T-130 de 2010, T-136 de 2010, T-916 de 2012, T-024 de 2013, T-884 de 2013, T-066 de 2014, 

T-398 de 2014, T-458 de 2014, SU-377 de 2014. 4 En la sentencia SU-961 de 1999, se dijo 

que en todo caso “(…) el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles 

le otorgan una protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los 

mecanismos ordinarios carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo de 

dos maneras distintas, dependiendo de la situación de que se trate. La primera posibilidad es 

que las acciones ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, 

pero que no sean lo suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio 

irremediable. En este caso será procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, 

mientras se resuelve el caso a través de la vía ordinaria. La segunda posibilidad, es que las 

acciones comunes no sean susceptibles de resolver el problema de manera integral”. 5 Corte 

Constitucional, sentencias T-871 de 1999, T-069 de 2001, T-1268 de 2005, T-972 de 2006, T-

074 de 2009, T-954 de 2010, T-177 de 2011, T-595 de 211, T-890 de 2011 y T-205 de 2012,  

 



 

 

 

 

entre muchas otras. 6 En la Sentencia T-1316 de 2001, este Tribunal decidió el caso de unos 

pensionados de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá que reclamaban el 

reajuste de su mesada y acudieron a la acción de tutela como mecanismo transitorio, mientras 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo resolvía la demanda ordinaria interpuesta. 

Sin embargo, en aquella oportunidad se negó la solicitud de amparo porque se encontró que 

el mecanismo ordinario no resultaba “excesivamente gravoso en el caso específico” y por lo 

tanto no se estaba frente a un perjuicio irremediable. 15 tutela7 . En este caso, esa 

comprobación, ha dicho la Corte, da lugar a que la acción de tutela se conceda en forma 

transitoria, hasta tanto la jurisdicción competente resuelve el litigio en forma definitiva.” 3.3. 

En cuanto a la primera excepción, esta Corporación ha aclarado que la simple existencia de 

otro mecanismo judicial no es razón suficiente para que se declare improcedente la acción, ya 

que es necesario determinar si el mismo es eficaz para proteger de forma efectiva y oportuna 

los derechos fundamentales invocados y si ofrece una solución clara, definitiva y precisa al 

asunto bajo análisis. Sobre el particular, en sentencia T-795 de 2011, adujo: “Es así como en 

aquellos casos en que se logra establecer la existencia de otro mecanismo de defensa judicial, 

debe ponderarse la idoneidad de dicho medio de protección, valorando el caso concreto y 

determinando su eficacia en las circunstancias específicas que se invocan en la tutela8 . Por 

esta razón, el juez constitucional debe establecer si el procedimiento alternativo permite 

brindar una solución „clara, definitiva y precisa‟9 a las pretensiones que se ponen a 

consideración del debate iusfundamental y su eficacia para proteger los derechos invocados. 

Por ello, la jurisprudencia constitucional ha considerado necesario apreciar frente al medio 

de defensa alternativo, entre otros aspectos: „(a) el objeto del proceso judicial que se 

considera que desplaza a la acción de tutela y (b) el resultado previsible de acudir al otro 

medio de defensa judicial respecto de la protección eficaz y oportuna de los derechos 

fundamentales‟ 10. Estos elementos, aunados al análisis de las circunstancias concretas del 

caso, permiten corroborar si el mecanismo judicial de protección alterno es eficaz para la 

defensa de los derechos presuntamente conculcados. (…)” (Negrillas fuera de texto). 3.4. 

Respecto a la segunda situación excepcional, esta Corte ha indicado que se puede interponer 

la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, 

definiendo dicho precepto en los siguientes términos: 7 “Sobre la figura del perjuicio 

irremediable y sus características, la Corte, en sentencia T-786 de 2008 expresó: „Dicho 

perjuicio se caracteriza, según la jurisprudencia, por lo siguiente: (i) por ser inminente, es 

decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) por ser grave, esto 

es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran 

intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable 

sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea 

adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad‟. Así mismo, sobre las 

características que debe reunir el perjuicio irremediable, pueden consultarse las Sentencias 

T-225 de 1993, SU-544 de 2001, T-1316 de 2001, T-983 de 2001, entre otras”. 8 “El artículo 

6º del Decreto 2591 de 1991 dispone que „La existencia de dichos medios será apreciada en 

concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el 

solicitante”. 9 “Sentencia T-803 de 2002”. 10 “Sentencia T-822 de 2002, reiterando lo dicho 

en la sentencia T-569 de 1992 la cual señaló lo siguiente: „De allí que tal acción no sea 

procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o 

amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable‟.” 16 “[U]n perjuicio irremediable se configura cuando el peligro que se 

cierne sobre el derecho fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia y de 

manera grave su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas impostergables que lo 

neutralicen.”11 Esta Corporación también ha precisado los elementos configurativos del 

perjuicio irremediable, a saber: “A)… inminente: „que amenaza o está por suceder 

prontamente‟. Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o 

menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que 

justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera 

conjetura hipotética. (...) B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio 

irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay 

que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el 

Diccionario de la Real Academia. (...) C). 

 

 

 



 

 

 

 

 No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran 

intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. (…) D). 

La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene 

que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. Si hay 

postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna. Se requiere 

una acción en el momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos 

antijurídicos. (...)”12 Del mismo modo, la Corte Constitucional ha advertido que, cuando la 

acción de tutela es presentada por un sujeto de especial protección constitucional (personas 

de la tercera edad, menores de edad, personas en condición de discapacidad, etc.), o por 

personas que se encuentren en condiciones de debilidad manifiesta, el estudio de 

procedibilidad debe realizarse en una forma menos rigurosa. En relación con este punto la 

Corte, en sentencia T719 de 2003, explicó: “Si bien los jueces de tutela deben ser estrictos en 

la aplicación de estos requisitos, para efectos de respetar el carácter subsidiario del 

mecanismo judicial en cuestión, existen casos en los que el análisis de procedibilidad de la 

tutela en el caso concreto se debe efectuar en forma más amplia -esto es, menos estricta-, 

dada la naturaleza de las 11 Corte Constitucional, sentencia T-634 de 2006. 12 Corte 

Constitucional, sentencia T-225 de 1993. 17 personas que solicitan amparo para sus derechos 

fundamentales: se trata de los casos en que estén de por medio los derechos de cualquiera de 

los sujetos de especial protección constitucional, tales como niños, mujeres cabeza de familia, 

ancianos, miembros de minorías o personas en condiciones de extrema pobreza. (...)” De otro 

lado, según la jurisprudencia constitucional, a pesar de la informalidad del amparo 

constitucional, el accionante que aduzca la existencia de un perjuicio irremediable debe 

demostrar los factores a partir de los cuales deriva dicho perjuicio, toda vez que la simple 

afirmación de su acaecimiento no es suficiente para justificar la procedencia la acción de 

tutela. En tal sentido, en sentencia T-436 de 2007, dijo: “En concurrencia con los elementos 

configurativos que llevan a determinar que se está en presencia de un perjuicio irremediable, 

este Tribunal ha sostenido que, para que proceda la tutela como mecanismo de defensa 

transitorio, se requiere también verificar que dicho perjuicio se encuentre probado en el 

proceso. Sobre este particular, ha expresado la Corte que el juez constitucional no está 

habilitado para conceder el amparo transitorio, que por expresa disposición constitucional se 

condiciona a la existencia de un perjuicio irremediable, si el perjuicio alegado no aparece 

acreditado en el expediente, toda vez que el juez de tutela no está en capacidad de estructurar, 

concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo, el contexto fáctico en el que ha tenido 

ocurrencia el presunto daño irreparable13 . La posición que al respecto ha adoptado esta 

Corporación, reiterada en distintos fallos, no deja duda de que la prueba o acreditación del 

perjuicio irremediable es requisito fundamental para conceder el amparo. Por ello, ha 

señalado la Corte que quien promueva la tutela como mecanismo transitorio, no le basta con 

afirmar que su derecho se encuentra sometido a un perjuicio irremediable. Es necesario, 

además, que el afectado „explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las condiciones que 

lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de juicio que le permitan al juez de tutela 

verificar la existencia del elemento en cuestión‟ (sentencia T-290 de 2005).” 3.5. Debe 

destacarse, finalmente, que esta Corporación ha reconocido la importancia del deber del juez 

constitucional de verificar el efectivo cumplimiento de los requisitos de procedibilidad de la 

acción de tutela, toda vez que sólo de esta forma es posible lograr la protección de los 

derechos fundamentales sin desarticular el sistema de competencias y procedimientos del 

Estado constitucional de derecho. Sobre el particular, en sentencia T-514 de 2003, dijo: 13 

“Sobre el tema se pueden consultar, entre otras, las Sentencias SU-995 de 1999, T-1155 de 

2000 y T-290 de 2005”. 18 “7. Considera entonces la Corte que tales reglas, a las que debe 

sujetarse el ejercicio de la acción de tutela y su correcta ejecución por parte de los jueces, 

permiten que con la misma, a la vez que se consigue el propósito de la protección de los 

derechos fundamentales, no se desplacen las acciones ordinarias y de paso se evite que por 

esta vía se llegue a desarticular el sistema de competencias y procedimientos propio del 

Estado Constitucional de derecho. (…)” LAS NEGRILLAS FUERA DEL TEXTO 

ORIGINAL. 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 
 
 

FUNDAMENTOS 

LEGALES JURAMENTO 

 
En concordancia con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 bajo la gravedad del 

juramento manifestamos que no se ha presentado otra tutela respecto de los 

mismos hechos derivados de las decisiones proferidas por los accionados en sus 

proveídos de fechas 26 de julio de 2019 y 4 de marzo de 2021 respectivamente 

mediante la cual se confirmó la decisión de rechazo de la demanda por el Juez 

Aqudo y los hechos que se relacionan son para una mejor compresión de lo 

acontecido en el proceso. 

 
PRUEBAS Y ANEXOS 

 
Me permito solicitar se tengan en cuenta las siguientes pruebas: 

 
DOCUMENTALES 

a. Copia de los autos proferidos por JUZGADO 20 ADMIISTRATIVO DEL 
CIRCULO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA, con fecha 05 de julio y 26 
de julio del 2019. 

b. Copia del recurso de reposición- apelación interpuesto oportunamente ante 
JUZGADO 20 ADMIISTRATIVO DEL CIRCULO DE BOGOTÁ – SECCIÓN 
SEGUNDA contra el auto de fecha 26 de julio de 2019. 

c. Copia de la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca Sección Segunda, H. Magistrada Carmen Alicia Reguifo 
Sanguino.  

d. Copia del pantallazo de mi correo electrónico por medio del cual se me 
informa mediante mensaje de datos las providencias de fechas 22 de 
febrero de 2018 y 26 de julio de 2019; es decir, anterior y posterior a la 
decisión dictada el día 5 de julio de 2019 que extrañamente no fue 
comunicada ni informada, tal y como se acredita con el documento 
bajado de mi correo electrónico donde se evidencia que el juzgado JAMAS 
remitió el mensaje de datos. 

e. Copia de consulta realizada a la página de Rama Judicial del proceso 
11001333502020180053600, que cursa ante el JUZGADO 20 
ADMISTRATIVO DEL CIRCULO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA. 

f. Copia de la consulta de la Rama Judicial realizada ante el tribunal 
administrativo de Cundinamarca, sección segunda, proceso N° 
11001333502020180053601 donde aparece la decisión proferida el  4 de 
marzo de 2021, confirmando el rechazo de la demanda, la cual fue 
registrada solamente hasta el 13 de abril de 2021. 

g. Copia del poder general conferido al señor Pedro Nelson Pabón Paipilla 
mediante escritura pública No. 2243 del 6 de agosto de 2016, otorgada ante 
la Notaría 69 del Circulo de Bogotá D.C, por la señora NELSSY OLAYA 
SOTO, el cual se encuentra también dentro del proceso. 

h. Copia de certificación de vigencia del poder general otorgado. 
i. Fotocopia de la cedula de ciudadanía del Señora Nelssy Olaya Soto, donde se 

pueda apreciar que la referida señora cuenta en la actualidad con más de 80 
años de edad   

j. Fotocopia de la cedula de ciudadanía del señor Nelson Pabón Paipilla al que 
se le confirió pode general y este a su vez otorga el poder para presentación 
de tutela  

k. Copia del Poder Otorgado al suscrito para la interposición de la presente 
acción de Tutela teniendo en cuenta el Decreto 806 del 2020 en su artículo 5º 

l. Copia del pantallazo donde atraves de mi correo el Señor Pedro Nelson Pabón 
Papilla me otorga el poder 

 

 































































 




